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RESUMEN 
El propósito de este paper constituye una problemática jurídico que ha sido 
desencadenada por la destitución del ex Alcalde de Bogotá Gustavo Petro, en especial 
porque parece subordinar las disposiciones constitucionales a los mandatos 
internacionales, desechando aquella tesis nacional de que los tratados y convenios 
internacionales ratificados por Colombia, hacen parte del Bloque de Constitucionalidad, 
es decir, mantiene el mismo rango jerárquico que las disposiciones constitucionales. 
Igualmente, es trascendental porque replante el sistema disciplinario actual del país, en 
vista a que gran parte de dichas sanciones no cumple los elementos constituidos en la 
convención, a saber: 
 Condena 
 Juez  
 Proceso penal 
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RESUMEN 
  
Últimamente en Colombia se ha suscitado la discusión sobre la legitimidad de las 
sanciones disciplinarias administrativas como mecanismo jurídico para inhabilitar del 
ejercicio político a los ciudadanos que hayan sido sancionados por medio de acto 
administrativo. La controversia, se origina en vista a que la Convención Americana de 
Derechos Humanos estableció en sus disposiciones normativas, específicamente, en lo 
relacionado a los derechos políticos, la indispensabilidad de una sentencia judicial para 
poder limitar o restringir el derecho fundamental en mención. Por eso, el objetivo del 
presente trabajo es revisar la concordancia de las normas colombianas que permiten la 
sanción disciplinaria de la destitución de funcionarios de elección popular, por parte de 
las autoridades diferentes de las judiciales, en contradicción de lo establecido en la 
Convención Americana de Derechos Humanos. Para lo anterior, inicialmente se examina 
lo establecido en el Sistema Jurídico Interno sobre la desvinculación y restricción de los 
derechos políticos mediante acto administrativo. Luego, se identifica la forma en que se 
ha venido brindando los derechos políticos en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos frente a los actos administrativos que sancionan el ejercicio político. 
Finalmente, se hace un estudio de acuerdo al caso Petro, de las prerrogativas a favor de 
los políticos respecto a las sanciones disciplinarias emitidas por autoridad administrativa. 
 
Palabras Claves: 
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Derechos Políticos, acto administrativo, sanciones disciplinarias, sentencia judicial, juez 
penal.  
 
ABSTRACT 
 
Lately in Colombia, the discussion about the legitimacy of administrative disciplinary 
sanctions has been raised as a legal mechanism to disqualify citizens who have been 
sanctioned through an administrative act from the political exercise. The controversy 
originates in view of the fact that the American Convention on Human Rights established 
in its normative provisions, specifically, as regards political rights, the indispensability of 
a judicial decision in order to limit or restrict the fundamental right in question. Therefore, 
the objective of this paper is to review the concordance of the Colombian norms that allow 
the disciplinary sanction of the dismissal of popularly elected officials, by the authorities 
other than the judicial ones, in contradiction to the provisions of the American Convention 
of Human Rights. For the foregoing, the provisions of the Internal Juridical System 
regarding the untying and restriction of political rights through an administrative act are 
initially examined. Then, it identifies the way in which political rights have been provided 
in the Inter-American Human Rights System in the face of administrative acts that 
sanction political exercise. Finally, a study is made according to the Petro case, of the 
prerogatives in favor of politicians regarding the disciplinary sanctions issued by 
administrative authority 
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 INTRODUCCIÓN 
 
Desde la expedición de la Constitución Política de 1991 se ha planteado la dicotomía en 
razón a la supremacía constitucional o la superioridad de las normas internacionales 
dentro de los sistemas jurídicos internos. Si bien es cierto, parece haber un conceso 
jurisprudencial y doctrinario que equipara ambos compendios normativos al mismo nivel 
jerárquico, en el caso colombiano no se puede concluir de manera precisa esta hipótesis. 
Al respecto, se debe tener en cuenta inicialmente que el artículo 4 de la Carta Magna 
establece: “La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre 
la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales” (C.P, 1991).  
 
En primera instancia, pareciera establecer el texto constitucional que sus normas 
irradian todo el sistema jurídico nacional, no pudiendo existir norma que contradiga lo 
dispuesto en la disposición normativa superior o de existir está sea excluida del 
ordenamiento jurídico. Por eso, toda norma de carácter inferior debe guardar armonía 
con la constitución, sea esta ley, decreto o resolución.  
 
Ahora bien, más allá de la coherencia que solicita la Carta Magna respecto a las 
normas inferiores, es posible derivar de la misma lectura de la Constitución Política 
normas que chocan entre sí, no siendo ajena al problema en mención aquella que 
dispone la superioridad del texto constitucional en el sistema interno. A saber, dice el 
artículo 93: 
 
ARTICULO 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el 
Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en 
los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados 
por Colombia. (C.P, 1991) 
 Dicho esto, no es claro la supremacía constitucional en el establecimiento 
normativo del país, más aún cuando las normas constitucionales contradicen postulados 
contenidos, por ejemplo, en la Convención Americana de Derechos Humanos, estatuto 
internacional aceptado y ratificado por el Estado colombiano, como una muestra de 
compromiso con los Derechos Humanos.  
 
Corolario de lo anterior, es la disputa que actualmente surge entre la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos y el sistema constitucional interno sobre la 
posibilidad de restringir derechos políticos a través de actos administrativos 
sancionatorios. Esta discusión surgida en el caso Petro y, replicada con anterioridad en 
el caso Leopoldo López, permite evidenciar hasta el momento una imposición del 
derecho internacional sobre el derecho interno, pues decir lo contrario, sería desconocer 
la fuerza jurídica de las decisiones del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 
 
En consecuencia, la Constitución Política de 1991 establece sobre las funciones de 
la Procuraduría General de la Nación: 
 
ARTICULO 278. El Procurador General de la Nación ejercerá directamente las 
siguientes funciones: 
1. Desvincular del cargo, previa audiencia y mediante decisión motivada, al 
funcionario público que incurra en alguna de las siguientes faltas: infringir de 
manera manifiesta la Constitución o la ley; derivar evidente e indebido provecho 
patrimonial en el ejercicio de su cargo o de sus funciones; obstaculizar, en forma 
grave, las investigaciones que realice la Procuraduría o una autoridad 
administrativa o jurisdiccional; obrar con manifiesta negligencia en la 
investigación y sanción de las faltas disciplinarias de los empleados de su 
dependencia, o en la denuncia de los hechos punibles de que tenga 
conocimiento en razón del ejercicio de su cargo. (C.P, 1991) 
 
De la lectura del líbelo anterior, se concreta que bajo el poder disciplinario que 
ostenta el órgano de control se facultad la desvinculación de los funcionarios públicos 
elegidos por voto popular, además de sanciones disciplinarias a futuro para imposibilitar 
su participación en política. Es dable rescatar que la Procuraduría General de la Nación, 
es una autoridad administrativa que se manifiesta en razón a esto por actos 
administrativos.  
 
No obstante, dice el artículo 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos que: 
 
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 
 a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio 
de representantes libremente elegidos; 
 b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por 
sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la 
voluntad de los electores, y 
 c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas 
de su país. 
 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se 
refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, 
residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez 
competente, en proceso penal. (CADH, 1969) (negrillas no originales) 
 
En otras palabras, un funcionario público de elección popular no puede ser 
destituido de su cargo por la mera voluntad administrativa, para su desvinculación sólo 
es posible recurrir a un operador judicial, que mediante condena y a través de un proceso 
penal, desvirtué su dignidad para el cargo o para el ejercicio político. Este pequeño literal, 
compuesto por unas pocas palabras, puede significar, en el caso colombiano, la 
modificación de la estructura sancionatoria-política que previó la Asamblea Constituyente 
a partir de 1991. 
 
El tema a desarrollar en la presente investigación constituye una problemática 
jurídico que ha sido desencadenada por la destitución del ex Alcalde de Bogotá Gustavo 
Petro, en especial porque parece subordinar las disposiciones constitucionales a los 
mandatos internacionales, desechando aquella tesis nacional de que los tratados y 
convenios internacionales ratificados por Colombia, hacen parte del Bloque de 
Constitucionalidad, es decir, mantiene el mismo rango jerárquico que las disposiciones 
constitucionales. Igualmente, es trascendental porque replante el sistema disciplinario 
actual del país, en vista a que gran parte de dichas sanciones no cumple los elementos 
constituidos en la convención, a saber: 
 
 Condena 
 Juez  
 Proceso penal 
 
El tema ha sido escogido por ser una situación que se presenta actualmente en la 
Colombia, y dado que se relaciona con la protección de los derechos fundamentales, en 
este caso los derechos políticos, prerrogativas subjetivas de especial protección por 
parte del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y, de profunda importancia en 
nuestro país, por la vulneración que conllevaron en su momento la creación de un 
conflicto armado interno.  
 
Para lograr los objetivos propuestos del presente trabajo, se ha aplicado en enfoque 
cualitativo, lo cual permitirá dar desarrollo a la investigación descriptiva con la que se 
busca determinar la ilegitimidad del acto administrativo como instrumento para restringir 
los derechos políticos.  
 
De acuerdo a los objetivos propuestos, la información que se utilizará para dar 
desarrollo a la investigación, será de carácter documental, y estará conformada 
principalmente por la normatividad que regula el tema, así como informes y documentos 
referidos a la problemática en estudio. 
 
En el desarrollo de este tema, se analizará tanto la normatividad nacional como la 
internacional, haciendo un contraste entre las distintas disposiciones normativas. 
Igualmente se estudia las sentencias de la Corte IDH y las altas cortes del país. 
 
LO ESTABLECIDO EN EL SISTEMA JURÍDICO INTERNO SOBRE LA 
DESVINCULACIÓN Y RESTRICCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICOS MEDIANTE 
ACTO ADMINISTRATIVO 
 
En Colombia los órganos de control, es decir, la Procuraduría General de la Nación y la 
Contraloría General de la Nación, dispusieron por un lapso importante de tiempo la 
facultad de desvincular e inhabilitar a políticos a través de sus potestades sancionatorias, 
sin ser discutidas hasta hace poco. Por eso, la discusión sobre las facultades 
sancionatorias disciplinarias en cabeza de autoridades administrativa respecto al 
ejercicio político no había tenido mayor controversia hasta el litigio internacional del ex 
alcalde de Bogotá Gustavo Petro.  
 
 Lo que lleva a dilucidar que la normatividad sobre las sanciones disciplinarias en 
contra de funcionarios públicos elegidos por voto popular, tenía la suficiencia normativa, 
para conducir un potestad coherente, proporcional y razonable. Ante todo, es importante 
resaltar que las sanciones disciplinarias dictadas por los entes de control, tiene como 
consecuencia desvincular de manera inmediata al funcionario político e inhabilitarlo de 
acuerdo a lo dispuesto en la resolución del acto administrativo por un tiempo razonable 
de la participación de la política. 
 
 Corolario de lo anterior, las sanciones disciplinarias llevadas a cabo por medio de 
autoridad administrativa tienen una fuerte influencia en la realización de los derechos 
políticos, derecho fundamental consagrado en la Constitucional Nacional de la siguiente 
manera: 
ARTICULO 40. Todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, 
ejercicio y control del poder político. Para hacer efectivo este derecho puede: 
1. Elegir y ser elegido. 
2. Tomar parte en elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras 
formas de participación democrática. 
3. Constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas sin limitación alguna; 
formar parte de ellos libremente y difundir sus ideas y programas. 
4. Revocar el mandato de los elegidos en los casos y en la forma que establecen 
la Constitución y la ley.   
5. Tener iniciativa en las corporaciones públicas. 
6. Interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley. 
7. Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, salvo los colombianos, 
por nacimiento o por adopción, que tengan doble nacionalidad. La ley reglamentará 
esta excepción y determinará los casos a los cuales ha de aplicarse. 
Las autoridades garantizarán la adecuada y efectiva participación de la mujer en 
los niveles decisorios de la Administración Pública. (C.P. 1991) 
 
Dicho lo anterior, el constituyente consagra el ejercicio político como un derecho 
constitucional fundamental, por ende, un derecho arraigado directamente a la dignidad 
humana y, por lo cual, determino los factores para materializar dentro del Estado Social 
de Derecho. Teniendo de referencia la trascendencia que precedió la conformación de 
una nueva Constitución Política en Colombia y la importancia de los derechos políticos 
para la consecución de los fines estatales, se identifica en los siguientes párrafos las 
normas que habilita a la administración para suspender dicho derecho.  
 
Centrando la atención al poder preferente en materia disciplinaria que posee la 
Procuraduría y, por ser el asunto que compete al presente trabajo, establece el artículo 
277 superior que el Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus 
delegados y agentes, tendrá dentro de sus funciones “Ejercer vigilancia superior de la 
conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección 
popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantar las investigaciones 
correspondientes, e imponer las respectivas sanciones conforme a la Ley” (C.P, 1991) 
 
La Carta Magna es la norma que faculta al Ministerio Público para investigar y 
sancionar mediante la procuraduría a los funcionarios públicos de elección popular, 
disposición constitucional que le otorga legitimidad y fuerza a las inhabilidades 
disciplinarias acontecidas por el poder ejercido por el ente de control. El artículo 277 de 
la norma superior debe ser comprendido en armonía con lo dispuesto por el artículo 278, 
el cual dispone la desvinculación de las funciones como una atribución con la que cuenta 
el organismo a fin de preservar la dignidad de los cargos públicos, en el presente caso, 
de los de elección popular. 
 
Ahora, para la desvinculación directa del cargo, se debe haber cometido una de las 
siguientes acciones: 
 
1. Infringir de manera manifiesta la Constitución o la ley 
2. Derivar evidente e indebido provecho patrimonial en el ejercicio de su cargo o de 
sus funciones 
3. Obstaculizar, en forma grave, las investigaciones que realice la Procuraduría o 
una autoridad administrativa o jurisdiccional 
4. Obrar con manifiesta negligencia en la investigación y sanción de las faltas 
disciplinarias de los empleados de su dependencia, o en la denuncia de los 
hechos punibles de que tenga conocimiento en razón del ejercicio de su cargo. 
(C.P, 1991) 
 
Así pues, las sanciones disciplinarias consumen un derrotero que limitan su acción, 
referente al derecho constitucional fundamental del ejercicio político, resulta ser una 
medida proporcional que pondera su aplicación bajo ciertos aspectos, asegurando así 
una debida suspensión del derecho. En ese orden de ideas, el artículo 278 de la 
Constitución Política se identifica como una disposición que propende por esclarecer las 
instancias donde procede la desvinculación del cargo, un efecto de la sanción 
disciplinaria. A saber, “La sanción disciplinaria tiene función preventiva y correctiva, para 
garantizar la efectividad de los principios y fines previstos en la Constitución, la ley y los 
tratados internacionales, que se deben observar en el ejercicio de la función pública” (Ley 
No 734, 2002) 
 
Aunado a lo anterior, respecto a la falta disciplinaria la ley 734 del 2002-Código 
Disciplinario único- establece que da lugar a la acción e imposición de la sanción 
correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos 
previstos en el Código, además de faltas estipuladas en leyes especiales. En ese orden 
de ideas, es destinatario de la ley disciplinaria y por tanto sujeto disciplinables “los 
servidores públicos aunque se encuentren retirados del servicio y los particulares 
contemplados en el artículo 53 del Libro Tercero de este código” (Ley No 734, 2002). 
 
La anterior norma, debe ser relacionada con el artículo 123 de la Constitución Política, 
que indica quienes son considerados servidores públicos:  
 
ARTICULO  123. Son servidores públicos los miembros de las corporaciones 
públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades 
descentralizadas territorialmente y por servicios. 
Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán 
sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento. 
La ley determinará el régimen aplicable a los particulares que temporalmente 
desempeñen funciones públicas y regulará su ejercicio. (C.P, 1991) 
 
De manera que, se concluye que en armonía a la Constitución Política y a la ley, el 
ámbito de aplicación de las faltas disciplinarias es imputable por lo menos, a funcionarios 
públicos elegidos por votación popular. En vista a que dicta que son servidores públicos 
los integrantes de las corporaciones públicas, siendo estas, entidades tales como el 
Congreso de la República, las asambleas y concejos, miembros que son elegidos a 
través de voto popular. En consecuencia, son normas que son coherentes con lo 
concretado por el artículo 277 numeral 6 de la Carta Magna.  
 
No obstante, de los artículos citados no se configura una apreciación clara con 
fuerza constitucional o legal que conlleva a determinar la acción disciplinaria aplicada a 
cualquier funcionario elegido por voto popular. Dicho, en otros términos, más allá de las 
diferencias y fuero de altos funciones de elección popular, el ordenamiento normativo no 
evidencia la posibilidad clara o contundente, por ejemplo, de sancionar disciplinariamente 
a través del poder de la procuraduría a los alcaldes o gobernadores, aunque dicha 
prerrogativa de puede justificar en el termino “aunque sea de elección popular” contenida 
en la Constitución Nacional.  
 
Sobre el concepto de servidor público, Rodríguez (2012) expreso sobre el termino 
de acuerdo a los pronunciamientos de la Corte Constitucional que: 
 
El contenido de Artículo 123 de la Constitución viene siendo interpretado por la 
Corte Constitucional su sentido más amplio, aquel que entienden como servidores 
públicos a todas las personas que están vinculadas como trabajadores o 
empleados a una Entidad del Estado, o sus formas de expresión descentralizadas 
territorialmente o por servicios. Es decir, cualquier persona que preste sus servicios 
a una entidad territorial (municipio, departamento, distrito), o a una entidad 
descentralizada por servicios (…). (p. 179) 
 
En síntesis, el ordenamiento normativo decanta la facultad en la Procuraduría 
General de la Nación de desvincular e inhabilitar del ejercicio político a los funcionarios 
públicos que vulneren la Constitución Política y la ley; lo anterior es posible mediante la 
expedición de un acto administrativo motivado para restringir los derechos 
fundamentales. En ese orden, es viable normativamente disponer de los derechos 
políticos de los funcionarios por medio de autoridad administrativa, pues así lo ordeno la 
Constitución Nacional y la ley. Sin embargo, el poder disciplinario para ser un poco 
confuso respecto a ciertos cargos de elección popular, lo que permite divagar sobre el 
mismo. 
 
LA FORMA EN QUE SE HA VENIDO BRINDANDO LOS DERECHOS POLÍTICOS EN 
EL SISTEMA INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS FRENTE A LOS 
ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE SANCIONAN EL EJERCICIO POLÍTICO 
 
La CADH es la norma más esencial en materia de Derechos Humanos en el ámbito 
interamericano, sus disposiciones se caracterizar por ser aspectos trascendentales a la 
dignidad humana de las personas. Ahora bien, para la protección de estos derechos por 
parte de los Estados partes, fue necesario la creación del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos, entidad supranacional que se conformó por dos organismos 
independientes pero articulados en sus funciones para la salvaguardad de las 
disposiciones de la CADH. Estos son la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  
 
El artículo 23 de la CADH es el mandato normativo que establece lo atinente a los 
derechos políticos de las personas. De esa manera, expresa que los derechos políticos 
pueden ser reglamentados por la ley y puede restringir su ejercicio en razón a: 
 
1. Edad 
2. Nacionalidad 
3. Residencia 
4. Idioma 
5. Instrucción 
6. Capacidad civil o mental 
7. Condena, por juez competente en proceso penal 
 
En ese sentido, el derecho de participar en la dirección de los asuntos públicos, el 
votar y ser elegido y el de tener acceso a las funciones públicas del país, son 
prerrogativas que únicamente podrán ser limitadas en razón a los aspectos destacados 
anteriormente. La Convención permite una posibilidad amplia de regulación mediante la 
ley sobre el derecho político a los Estados partes. 
Los derechos políticos son un aspecto importante en las relaciones de los 
Estados, ya que fortalece la democracia y amplia los espacios de participación y 
consecución del poder público mediante reglas equitativas, proporcionales y justas. La 
garantía que involucra los Derechos Humanos para la realización de una vida honrosa, 
se refleja en el ámbito de los derechos políticos en vista a que la debida protección de 
los mismos elude la confrontación armada como única vía para la obtención del poder, 
respuesta repetitiva ante la vulneración y desconocimiento del marco político 
fundamental.  
 
Los derechos políticos, consagrados en diversos instrumentos internacionales, 
“propician el fortalecimiento de la democracia y el pluralismo político” así lo ha sostenido 
la Corte IDH. Por su parte, la Comisión entendió a los derechos políticos “[...] como 
aquellos que reconocen y protegen el derecho y el deber de todos los ciudadanos de 
participar en la vida política de su país” (Informe Venezuela, CIDH 2009b, cap. II, párr. 
18). 
 
La CIDH destacó que los derechos políticos tal como son considerados por la 
Declaración, 
 
 [...] tienen dos aspectos claramente identificables: el derecho al ejercicio directo 
del poder y el derecho a elegir a quienes deben ejercerlo. Ello supone una 
concepción amplia acerca de la democracia representativa que, como tal, descansa 
en la soberanía del pueblo y en la cual las funciones a través de las cuales se ejerce 
el poder son desempeñadas por personas escogidas en elecciones libres y 
auténticas (Informe Anual 2002, CIDH 2003a, Cap. IV, Cuba, párr. 11). 
 
Sobre lo anterior, se resalta la apreciación que el SIDH ha realizado sobre los 
derechos políticos, resaltando y promoviendo la democracia representativa y directa 
como ejes esenciales de acción en el espacio público. Igualmente, advierte los dos 
enfoques que implica el derecho fundamental, a saber, la facultad de elegir a sus 
representantes y la potestad de decidir de manera directa en asuntos de carácter público 
y, la posibilidad de participar y ser elegido a los cargos públicos de elección popular.  
 
Los derechos políticos son interpretados por los diferentes principios que comporta 
los sistemas nacionales y el sistema internacional sobre el presente, no obstante, el 
principio más relevante sobre los derechos políticos, es el principio democrático. En 
razón a que no puede existir democracia sin derechos políticos, ni derechos políticos sin 
democracia. De esta manera, bajo el principio de democracia se dimensiona e interpreta 
el alcancen de los derechos políticos. 
 
 Como lo señala Dalla (2011), el principio democrático ha estado presente desde 
sus inicios en el ámbito del SIDH:  
 
En el Continente Americano, la democracia tiene un papel fundamental en la 
formación y el desarrollo de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y 
en la creación y evolución del Sistema Interamericano de Protección de los 
Derechos Humanos,4 en palabras de la Corte Interamericana “[l]a democracia 
representativa es determinante en todo el sistema del que la Convención forma 
parte” (OC 6/86 Corte IDH 1986a, 9, párr. 34) y por ello “constituye un ‘principio’ 
reafirmado por los Estados Americanos en la Carta de la OEA, instrumento 
fundamental del Sistema Interamericano” (Castañeda, Corte IDH 2008b, 42, párr. 
141; OC 6/86, Corte IDH 1986a, 9, párr. 34 y Yatama, Corte IDH 2005b, 88, párr. 
192). (p.22) 
 
Así mismo, los derechos políticos son interpretados bajo el principio de efectividad 
el cual se encuentra enfocado en los artículos 1 y 2 de la CADH, los cuales establecen 
abstenciones en cabeza del Estado y la adopción de medidas necesarias para el goce y 
ejercicio de los derechos políticos. Por otro lado, el principio de igualdad y no 
discriminación comporta que conforme al artículo 1.1 de la CADH los Estados se 
comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en la misma, sin 
discriminación alguna por motivo de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas 
o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social. 
 
En razón a todo lo anterior, la Comisión y la Corte IDH en conjunto han venido 
desconociendo la proporcionalidad de los actos administrativos como medio para 
desvincular e inhabilitar del ejercicio político a los ciudadanos. El primer caso sobre este 
tema, es el de Leopoldo López vs Venezuela, donde la Corte advirtió que la restricción 
de los derechos políticos, a elegir y ser elegido deben ser únicamente por sentencia 
judicial penal ejecutoriada.  
 
Sin perjuicio de lo anteriormente señalado respecto al derecho a ser elegido, la 
Corte ha indicado que todos los órganos que ejerzan funciones de naturaleza 
materialmente jurisdiccional, sean penales o no, tienen el deber de adoptar decisiones 
justas basadas en el respeto pleno a las garantías del debido proceso. Bajo este, 
entendido, la Corte IDH ha discernido la relevancia que conlleva la materialización del 
debido proceso en razón a elementos consustanciales a este, como lo son el derecho a 
la defensa y el derecho de recurrir la sanción, es decir, de presentar recurso.  
 
Ahora bien, la Corte pareció igualar las sanciones administrativas con las judiciales 
en el siguiente argumento: 
 
Asimismo, la Corte recuerda lo expuesto en su jurisprudencia previa en el sentido 
que las sanciones administrativas y disciplinarias son, como las penales, una 
expresión del poder punitivo del Estado y que tienen, en ocasiones, naturaleza 
similar a la de éstas. (Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá) 
 
No obstante, la Comisión como órgano autónomo señaló que la imposición de 
restricciones al derecho político de postularse a cargos públicos -sufragio pasivo- a 
presentarse para un puesto de elección popular en ausencia de una condena penal firme 
dictada por un juez competente, afecta el contenido del artículo 23 de la CADH. A pesar 
de la disputa existente, entre la Comisión y la Corte IDH, actualmente se han reforzado 
las prerrogativas a favor de las personas respecto a los actos administrativos 
sancionatorios que afecte el ejercicio político.  
 
DE ACUERDO AL CASO PETRO, LAS PRERROGATIVAS A FAVOR DE LOS 
POLÍTICOS RESPECTO A LAS SANCIONES DISCIPLINARIAS EMITIDAS POR 
AUTORIDAD ADMINISTRATIVA 
 
La Procuraduría General de la Nación, el día 9 de diciembre del 2013, mediante acto 
administrativo motivado, decidió declarar responsable disciplinariamente al señor 
Gustavo Petro, para ese momento alcalde de Bogotá, en razón a la falta gravísima 
contenida en el numeral 31 del artículo 48 del Código Disciplinario Único, que establece 
lo siguiente: 
 
Artículo 48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes: (…) 31. 
Participar en la etapa precontractual o en la actividad contractual, en detrimento del 
patrimonio público, o con desconocimiento de los principios que regulan la 
contratación estatal y la función administrativa contemplados en la Constitución y 
en la ley. (Ley No 734, 2002)  
 
Como consecuencia de la declaratoria de responsabilidad por la falta disciplinaria 
anotado y las contenidas en el numeral 37 y 60 del artículo 48 de la ley anteriormente 
señalada, se impuso como sanción al disciplinado destitución e inhabilidad general por 
el término de quince (15) años, en atención a las razones anotadas en la parte 
considerativa de la decisión. Más allá de la motivación y el procedimiento llevado a 
consideración por el órgano de control, la importancia del presente caso se decanta bajo 
los lineamientos de estudio, porque resulta ser una sanción administrativa que limita los 
derechos políticos de Gustavo Petro sin el cumplimiento de los requisitos normativos 
internacionales.  
 
Por esa razón, la Comisión IDH el 18 de marzo del 2004 solicitar medidas 
cautelares a favor del ex alcalde de Bogotá puesto que el asunto reunía los requisitos de 
gravedad, urgencia e irreparabilidad. Solicitando al Gobierno de Colombia la suspensión 
inmediata de los efectos jurídicos de la decisión tomada por la Procuraduría, a fin de 
salvaguardar los derechos políticos del señor Gustavo Petro, pudiendo continuar con sus 
desempeños de sus funciones y el cumplimiento del periodo como alcalde.  
 
Ahora bien, el presente fallo evidencia la supremacía del derecho internacional 
sobre la normativa interna de las naciones, puesto que se refleja irremediablemente una 
imposición negativa y positiva del principio de efectividad que orienta los derechos 
políticos para el Estado colombiano. En otras palabras, el Estado desde el 
pronunciamiento de la Comisión tenia la obligación de dejar sin efectos la declaración de 
la Procuraduría- enfoque negativo- y, además adoptar medidas que protegieran el 
derecho político del señor Gustavo Petro, al igual que modificar bajo esa misma dirección 
las normas violatorias del derecho internacional, especialmente la CADH-enfoque 
positivo-.  
 
Los argumentos sostenidos por la Comisión, decanto que el ejercicio efectivo de 
los derechos políticos de acuerdo a la jurisprudencia del SIDH, ha sido congruente y 
certera en señalar que los derechos políticos constituyen un fin en sí mismo. Pilar base 
de los Estados democráticos para garantizar los demás derechos contenidos en la 
Convención. Tomando en consideración y el contenido de los derechos políticos y las 
particularidades presentes en el caso Gustavo Petro, la Comisión estimó: 
 
La Comisión no ha recibido información respecto alguna decisión sobre una 
condena penal, emitida por juez competente y en un proceso penal, (…). En 
consecuencia, la Comisión estima que la posible aplicación de una sanción de 
naturaleza disciplinaria, adoptada por una autoridad administrativa, podría afectar 
el ejercicio de los derechos políticos (…) 
 
Así las cosas, tres son los elementes esenciales que, según la Comisión, debe tener 
en cuenta el Estado, para que mediante una sanción disciplinaria se restrinjan los 
derechos políticos.  Una sentencia, manifestación de las autoridades judiciales sobre 
derechos u obligaciones de las personas; a la par a lo anterior, la sentencia debe ser 
condenatoria, con el objeto de identificar los elementos subjetivos de la responsabilidad 
del agente, frente a los bienes jurídicamente tutelados; finalmente, lo anterior, debe 
desarrollarse en el contexto de un proceso penal, es decir, bajo los lineamientos del 
Sistema Penal Acusatorio.  
 
La Comisión destaca que la falta de compatibilidad entre la sanción impuesta por 
la Procuraduría General de la Nación con la CADH y la potencial falta de efectividad de 
los recursos disponibles en la vía interna para solventar la situación, determinan la 
gravedad del presente asunto, y la necesidad de tutelar y cautelar los derechos políticos 
de Gustavo Petro.  
 
Por consiguiente, la sanción resulta desproporcional en ponderación con el derecho 
fundamental, pues se aleja de los cánones consagrados por la Convención, limites 
consignados a favor de las personas y en contra del poder sancionatorio del Estado. Al 
respecto la Corte Constitucional, sostuvo sobre la relación entre las medidas que 
suspenden los derechos fundamentales: 
 
Una disposición que comporte la restricción de derechos fundamentales, no sólo 
debe estar orientada a lograr una finalidad legítima y resultar útil y necesaria para 
alcanzarla. Adicionalmente, para que se ajuste a la Constitución, se requiere que 
sea ponderada o estrictamente proporcional. Este paso del juicio de 
proporcionalidad se endereza a evaluar si, desde una perspectiva constitucional, la 
restricción de los derechos afectados es equivalente a los beneficios que la 
disposición genera. Si el daño que se produce sobre el patrimonio jurídico de los 
ciudadanos es superior al beneficio constitucional que la norma está en capacidad 
de lograr, entonces es desproporcionada y, en consecuencia, debe ser declarada 
inconstitucional. (Corte Constitucional, 2013) 
 
Finalmente, la relevancia de situaciones relacionadas con funcionarios públicos, 
elegidos por votación popular, en virtud de su importancia para los sistemas 
democráticos y ante la necesidad de que en cualquier que conlleve la remoción, 
inhabilitación o destitución de dichos funcionarios se respeten los parámetros 
consagrados en la Convención.  
 
De manera que, la decisión administrativa de destituir e inhabilitar del ejercicio 
político, genera un daño irreparable a la luz de la Convención en el ejercicio de los 
derechos políticos y ante la posibilidad de ejecutar sus programas políticos por el cual 
fue elegido. Por lo cual, la sanción administrativa vulnera no solo los derechos políticos 
de las personas elegidas, sino también a los ciudadanos que tienen el derecho a elegir, 
esto resulta desproporcional si se lleva a cabo bajo las manifestaciones administrativas 
y no judicial. 
 
En síntesis, el acto administrativo que inhabilita y destituye del ejercicio político a 
funcionarios públicos es violatorio de lo establecido en la Convención, porque afecta los 
parámetros establecidos por la norma en mención sobre la posibilidad de restringir los 
derechos políticos. Por eso, sólo es posible por medio de sentencia judicial y, ante la 
contextualización de un procedimiento penal, no siendo proporcional suspender un 
derecho fundamental como el de discusión por acto administrativo.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
CONCLUSIONES 
 
El ordenamiento jurídico interno en Colombia ha reconocido la facultad sancionatoria 
disciplinaria en diferentes autoridades administrativas frente a los funcionarios públicos. 
Dicha potestad se puede contrastar tanto en la Constitución Política como en la ley, 
recayendo principalmente en la Procuraduría General de la Nación y la Contraloría 
General de la Nación, sin embargo, es la Procuraduría la que posee el poder preferente 
en materia disciplinaria. Ahora, la acción disciplinaria no solo recae en las autoridades 
administrativas en mención, también se encuentra en la rama judicial, que a través de la 
jurisdicción penal y contenciosa-administrativa pueden dictar medidas en contra de los 
funcionarios públicos.  
 
 Si bien es cierto, la facultad sancionatoria en cabeza de la Procuraduría parece 
aceptar la acción respecto a funcionarios públicos de elección popular, por disposición 
de la misma Constitución Política; una lectura integral de los artículos estudiados con 
antelación no deja prever que dicha acción recaiga sobre todos los cargos de elección 
popular, excepcionando, por razones de fuero constitucional al presidente. Pues bien, 
desde el concepto que destina el artículo 123 de la Carta Magna, se establece que son 
servidores públicos aquellos funcionarios de corporaciones públicas, es decir, Congreso 
de la República, asambleas y concejos, esta interpretación restrictiva de la norma 
permitirá pensar en primera instancia que, la Procuraduría no tiene la potestad 
disciplinaria frente a alcaldes y gobernadores.  
 
 No obstante, las altas corporaciones judiciales han hecho una interpretación más 
amplia de servidores público, noción que es aceptada actualmente en el sistema jurídico 
interno y que, posibilita el ámbito de acción de los entes de control a los funcionarios de 
elección popular, como los alcaldes y gobernadores. Dicho esto, es clara, congruente y 
precia la norma sobre la facultad de destituir e inhabilitar a funcionarios públicos elegidos 
por voto popular, a través de las funciones de autoridades administrativas, mencionada 
potestad no estuvo en discusión sino recientemente ante las controversias surgidas en 
el plano internacional. 
  La Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 23 dicta todo lo 
referente a los derechos políticos de las personas, disposición que refuerza la 
concepción del Estado Democrático en el plano regional y que impone medidas a favor 
de este derecho. De esa manera, los derechos políticos se encuentran orientados bajos 
los principios de la democracia, la igualdad y la no discriminación y la efectividad; este 
último obliga al estado de realizar medidas eficientes que propendan por la garantía del 
derecho en mención, sin embargo, además conlleva la no ejecución de acciones que 
puedan afectar o vulnerar el derecho.  
 
 El artículo 23 de la CADH establece una serie de aspectos a tener en cuenta y 
que se consagran de manera literal, para limitar los derechos políticos que consagra la 
Convención y las normativas internas de los Estados partes. De manera que, los 
derechos políticos pueden ser restringidos únicamente por sentencia judicial emitida por 
juez penal, lo que imposibilita destituir e inhabilitar del ejercicio político a través de acto 
administrativo. En consecuencia, solo es el juez penal quien lleva la potestad de acuerdo 
al ámbito internacional, de limitar los derechos políticos de las personas.  
 
 Lo anterior, es causal para comprender que las sanciones impuesta por la 
Procuraduría a los funcionarios elegidos por voto popular son ilegitimas, pues estas 
contradicen lo anotado por la Convención, norma superior a las disposiciones internas. 
No obstante, una interpretación como la precedida, conlleva en Colombia a modificar 
todo su andamiaje disciplinario, no solo, porque la Procuraduría no tiene la legitimidad 
para imponer las sanciones, sino también, por ejemplo, los jueces contencioso-
administrativos (perdida de investidura), ya que, la norma supranacional exige que sea 
un juez penal el único admisible para limitar los derechos políticos.  
 
 La Comisión se ha mantenido firme en considerar que para poder restringir 
derechos políticos se debe emitir una sentencia judicial por un juez penal y ante ella 
procedan recursos de ley y se respete el debido proceso, este último postulado se de 
igual manera en las instancias administrativas.  
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